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PRIMERA SALA UNITARIA. 

 EXP: 1085/2019/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTORA: *********Y OTROS.
AUTORIDADES DEMANDADAS:

EL AYUNTAMIENTO DEL MUNICIPIO DE RIOVERDE DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ; “MESA COLEGIADA PARA LA REVISIÓN DE PROYECTOS INMOBILIARIOS DEL AYUNTAMIENTO DEL MUNICIPIO DE RIOVERDE, SAN LUIS POTOSÍ”; Y LA OTRORA DIRECCIÓN DEL DEPARTAMENTO DE DESARROLLO E IMAGEN URBANA DEL CITADO AYUNTAMIENTO DE RIOVERDE (AHORA DIRECCIÓN DE CATASTRO Y DESARROLLO URBANO DEL REFERIDO AYUNTAMIENTO).
MAGISTRADA:
LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ERICK BEN HUR HERNÁNDEZ GONZÁLEZ.
San Luis Potosí, S.L.P., a diecisiete de agosto de dos mil veintiuno.  


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 1085/2019/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el 15 de octubre de dos mil diecinueve, compareció la C. *********, en su carácter de apoderada legal de *********, *********, *********, *********, *********, todos de apellidos comunes ********* y de *********, para demandar la nulidad de la resolución negativa ficta recaída a la petición dirigida al Presidente del Ayuntamiento de Rioverde del Estado de San Luis Potosí, presentada el cinco de septiembre de dos mil dieciocho ante la Dirección del Departamento de Desarrollo e Imagen Urbana del citado Municipio.

II.- Por acuerdo de veintinueve de octubre de dos mil diecinueve, se admitió a trámite la demanda, y una vez substanciado el procedimiento en cada una de sus etapas, se fijaron las diez horas del día veintisiete de agosto de dos mil veinte, para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

III.- Mediante proveído de veinte de noviembre de dos mil veinte, toda vez que no fue llamada a juicio la Dirección del Departamento de Desarrollo e Imagen Urbana del Municipio de Rioverde del Estado de San Luis Potosí, autoridad ante quien la parte actora presentó su escrito de petición de cinco de septiembre de dos mil dieciocho de mérito, se ordenó regularizar el procedimiento para el efecto de emplazar a juicio a dicha autoridad. 

IV.- Por acuerdo de doce de enero de dos mil veintiuno, se tuvo por contestada la demanda por parte de la Directora de Catastro y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de Rioverde, San Luis Potosí (antes Dirección del Departamento de Desarrollo e Imagen Urbana del citado Ayuntamiento), y se concedió a la parte actora el plazo legal para que formulara su ampliación a la demanda.
V.- Mediante proveído de dieciséis de marzo de dos mil veintiuno, previo cumplimiento al requerimiento formulado en auto de primero de marzo del mismo año, se admitió la ampliación a la demanda, y se ordenó correr traslado a la referida autoridad demandada, para que contestara lo que a su derecho conviniera.
VI.- Por acuerdo de diecinueve de abril de dos mil veintiuno, se tuvo por contestada la ampliación de demanda por parte de la citada autoridad demandada, y se fijaron las doce horas del día veintiséis de mayo del presente año, para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

VII.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, sin la presencia de la parte actora ni sus autorizados y sin la asistencia de delegado alguno de las autoridades demandadas; en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las pruebas dada su propia y especial naturaleza, que fueron ofrecidas en tiempo y forma por las partes, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que ambas partes formularon alegatos, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, fracciones XI y XIII, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades del Estado, donde se ejerce jurisdicción, mediante una resolución negativa ficta recaída a la petición formulada por la parte actora a autoridades municipales del Estado.

SEGUNDO.- La existencia de la resolución negativa ficta impugnada, como aduce la parte actora en su escrito de demanda, se encuentra plenamente configurada, pues considerando que los artículos 20 y 24, fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establecen lo siguiente:

“ARTÍCULO 20. Salvo que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se establezca otro plazo, no podrá exceder de tres meses el tiempo para que la dependencia o entidad resuelva lo que corresponda, a no ser que se decrete la caducidad prevista en el primer párrafo del artículo 194 de este Código. 

Transcurrido el plazo aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido negativo a la petición del promovente, a menos que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se prevea lo contrario. A petición del interesado se deberá expedir constancia de tal circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva, ante quien deba resolver.”

“Artículo 24.- El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será: 

…

IV. En el caso de negativa ficta en cualquier tiempo, en tanto no se notifique la resolución de forma expresa.”
Se colige que para que se configure la negativa ficta, es necesario que exista una instancia o petición a la autoridad y que ésta no la resuelva en el término de tres meses. Transcurrido dicho plazo sin que se notifique la resolución se entenderá que la autoridad resolvió negativamente como presunción derivada de lo dispuesto en dicho precepto. 

De esta manera el precepto citado en primer orden, consagra la figura jurídica denominada negativa ficta, cuya naturaleza se centra en estimar que el silencio de la autoridad ante una instancia o petición formulada por un gobernado, extendido durante un plazo no interrumpido de tres meses, genera la presunción legal de que la autoridad resolvió de manera negativa; es decir, en forma contraria a los intereses del peticionario, circunstancia que origina su derecho procesal a interponer los medios de defensa pertinentes en contra de esa negativa tácita, o bien, a esperar a que esa autoridad dicte la resolución respectiva.

Así las cosas, el juicio contencioso administrativo que se plantea en contra de dicha negativa ficta, se puede hacer valer en cualquier tiempo, siempre y cuando no se haya notificado la resolución expresa, pues una vez notificada ésta, ya no estaríamos frente a una resolución ficta.

En los folios 022 y 023 del presente sumario, obra el escrito dirigido al Presidente del Ayuntamiento de Rioverde del Estado de San Luis Potosí, y presentado el 05 de septiembre de 2018 ante la Dirección del Departamento de Desarrollo e Imagen Urbana del Municipio ya indicado, mediante el cual la parte actora solicitó “…LA FACTIBILIDAD DE USO DE SUELO Y AUTORIZACIÓN DE FRACCIONAMIENTO para un predio ubicado en ********* anteriormente denominado “*********” en *********…”, el cual hace prueba plena en los términos de los artículos 72, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado; 330 y 392 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria, dado que consigna el sello de recibo de dicha autoridad y que no fue objetado en su contenido y autenticidad en la contestación de demanda; instancia que a la fecha de presentación de la demanda de nulidad que dio origen al juicio en que se actúa, el 15 de octubre de 2019, no había sido resuelta, por lo que al haber transcurrido en exceso más de los tres meses a que se refiere el artículo 20 del Código Procesal Administrativo para el Estado, sin que la autoridad emitiera y notificara la resolución recaída a la petición formulada por la hoy parte actora, se encuentra plenamente configurada la resolución negativa ficta que se impugna.

Incluso, la autoridad demandada Directora de Catastro y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de Rioverde, San Luis Potosí (antes Dirección del Departamento de Desarrollo e Imagen Urbana del citado Ayuntamiento), junto con su oficio contestatorio, fue omisa en exhibir como prueba la resolución expresa que hubiera podido recaer a la petición antes precisada.

Resulta aplicable, por analogía, la Jurisprudencia 2a./J. 164/2006, aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, Diciembre de 2006, Página 204, que dice:

“NEGATIVA FICTA. LA DEMANDA DE NULIDAD EN SU CONTRA PUEDE PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO POSTERIOR A SU CONFIGURACIÓN, MIENTRAS NO SE NOTIFIQUE AL ADMINISTRADO LA RESOLUCIÓN EXPRESA (LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN). Del artículo 46 de la ley mencionada se advierte que en el caso de la negativa ficta, el legislador sólo dispuso los derechos del administrado para demandar la nulidad de la denegada presunción al transcurrir cuarenta y cinco días después de presentada la petición, y de ampliar su demanda al contestar la autoridad administrativa; sin embargo, nada previno en dicho precepto ni en alguna otra disposición, respecto al plazo para impugnar la resolución negativa ficta una vez vencido el citado lapso. En tales condiciones, deben prevalecer en el caso los principios y los efectos que diversas legislaciones y la doctrina han precisado para que se materialice o configure la institución de mérito, a saber: 1) La existencia de una petición de los particulares a la Administración Pública; 2) La inactividad de la Administración; 3) El transcurso del plazo previsto en la ley de la materia; 4) La presunción de una resolución denegatoria; 5) La posibilidad de deducir el recurso o la pretensión procesal frente a la denegación presunta o negativa ficta; 6) La no exclusión del deber de resolver por parte de la Administración; y, 7) El derecho del peticionario de impugnar la resolución negativa ficta en cualquier tiempo posterior al vencimiento del plazo dispuesto en la ley para su configuración, mientras no se dicte el acto expreso, o bien esperar a que éste se dicte y se le notifique en términos de ley.”
En esa tesitura, en el presente caso al haber quedado plenamente configurada la negativa ficta impugnada, se actualiza la hipótesis de procedencia del juicio contencioso administrativo prevista en la fracción XIII del artículo 7°, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con la fracción XI del referido precepto legal.

TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

Suscribe la demanda la C. *********, en su carácter de Apoderada Legal de los CC. *********, *********, *********, *********, *********, todos de apellidos comunes ********* y de *********, personalidad que acredita con el Poder Notarial número *********, del volumen *********, del Protocolo a cargo del Licenciado *********, Notario Público número Uno, en el Tercer Distrito Judicial con sede en Rioverde, San Luis Potosí, el cual se encuentra agregado en autos a folios 09 al 012 del expediente en que se actúa, conforme lo establece el artículo 219, primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En cuanto al interés jurídico de la parte actora se encuentra plenamente acreditado, ya que el acto impugnado en el presente juicio lo constituye la resolución negativa ficta recaída a su petición dirigida al Presidente del Ayuntamiento de Rioverde del Estado de San Luis Potosí, y presentada el cinco de septiembre de dos mil dieciocho ante la Dirección del Departamento de Desarrollo e Imagen Urbana del Municipio ya indicado, mediante la cual solicitó “…LA FACTIBILIDAD DE USO DE SUELO Y AUTORIZACIÓN DE FRACCIONAMIENTO para un predio ubicado en ********* anteriormente denominado “*********” en *********…”. De lo que se sigue lo evidente del interés que asiste a la parte actora para combatir dicha resolución ficta en el presente juicio, ya que en la misma se resolvió de manera negativa una situación jurídica concreta en relación con su esfera de derechos; de ahí que resulta innegable que la compareciente cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.

De igual forma, la personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, al comparecer a juicio el C. *********, en su calidad de Primer Síndico Municipal del Ayuntamiento de Rioverde del Estado de San Luis Potosí, en representación del citado Ayuntamiento de Rioverde, asimismo los CC. *********, *********, *********, *********, *********, *********, *********, ********* Y *********, todos integrantes de la Mesa Colegiada de Revisión de Proyectos de Fraccionamientos, Condominios y Desarrollos Inmobiliarios Especiales del referido Ayuntamiento de Rioverde, y la C. *********, en su carácter de Directora de Catastro y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de Rioverde, San Luis Potosí (antes Dirección del Departamento de Desarrollo e Imagen Urbana del citado Ayuntamiento), autoridades demandadas, quienes acreditaron el carácter con el que acudieron a juicio conforme a lo establecido en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

CUARTO.- Por cuestión de método, se procede establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido, se tiene que la autoridad demandada el Ayuntamiento del Municipio de Rioverde del Estado de San Luis Potosí, al momento de producir su contestación de demanda, hizo valer la actualización de la causal de sobreseimiento contenida en el artículo 229, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, así como a manera de excepción la consistente en “Sin acción y falsedad por inexistencia del acto impugnado”, argumentando sustancialmente que el escrito de petición de la parte actora se dirigió al “PRESIDENTE MUNICIPAL CONSTITUCIONAL DE RIOVERDE, S.L.P.”, con atención al Director del Departamento de Desarrollo e Imagen Urbana, más nunca en forma concreta y directa al citado Ayuntamiento como un cuerpo colegiado y máxima autoridad en el municipio, con atribuciones claramente definidas en la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, por lo que la parte actora no acredita haber instado a dicho cuerpo colegiado la petición de autorización que refiere. 

Asimismo, la autoridad demandada la Mesa Colegiada de Revisión de Proyectos de Fraccionamientos, Condominios y Desarrollos Inmobiliarios Especiales del Ayuntamiento del Municipio de Rioverde del Estado, señalada por el actor como la “Mesa Colegiada para la Revisión de Proyectos Inmobiliarios del Ayuntamiento del Municipio de Rioverde, San Luis Potosí”, al momento de producir su contestación de demanda, hizo valer la actualización de la causal de sobreseimiento contenida en el artículo 229, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, así como a manera de excepción la consistente en “Sin acción y falsedad por inexistencia del acto impugnado”, argumentando sustancialmente que no tuvo intervención en la determinación ficta que se reclama, ya que niega haber recibido con fecha 08 de septiembre de 2019, la promoción a que refiere la parte actora en el escrito de demanda, pues aquella fue dirigida al “PRESIDENTE MUNICIPAL CONSTITUCIONAL DE RIOVERDE, S.L.P.”, con atención al Director del Departamento de Desarrollo e Imagen Urbana, por lo que en ninguna parte de su contenido la actora acredita haber instado a ese cuerpo colegiado; aunado a que para que se configure la negativa ficta como una ficción legal, necesariamente precisa se actualice la situación previa de que ante la autoridad se haya realizado o instado la petición correspondiente, presupuesto sin el cual no podrá darse el silencio administrativo o falta de respuesta de la autoridad y sus consecuencias jurídicas.

A juicio de la Primera Sala Unitaria, la causal de improcedencia hecha valer por las autoridades demandadas es fundada, en atención a las siguientes consideraciones:

Tal como se aprecia del escrito de petición fechado el 05 de septiembre de 2018 –visible en autos a folios 022 y 023-, la misma se dirigió al “PRESIDENTE MUNICIPAL CONSTITUCIONAL DE RIOVERDE, S.L.P.”, y se presentó ante la Dirección del Departamento de Desarrollo e Imagen Urbana del citado Municipio, esto último lo cual se corrobora del sello de recepción de la misma fecha; de ahí que las diversas autoridades señaladas por la parte actora como demandadas, es decir, el Ayuntamiento del Municipio de Rioverde del Estado de San Luis Potosí, como un cuerpo colegiado y máxima autoridad en el municipio, así como la Mesa Colegiada de Revisión de Proyectos de Fraccionamientos, Condominios y Desarrollos Inmobiliarios Especiales del Ayuntamiento del Municipio de Rioverde, San Luis Potosí, no se encontraban constreñidas a resolver la petición de mérito, por lo que tampoco se le puede atribuir la resolución en sentido negativo a lo solicitado por el particular, ya que de la interpretación de los artículos 3°, fracción XVI y 20 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se colige que la autoridad a quien se le atribuye la resolución negativa ficta, es aquella ante quien el gobernado formuló su petición o instancia, pues ante la omisión de ésta de emitir una resolución de manera expresa dentro de los plazos previstos en los ordenamientos jurídicos aplicables al caso concreto, precisamente en aras de salvaguardar la seguridad jurídica de los peticionarios, se entiende que dicha autoridad resolvió en sentido negativo lo solicitado por el gobernado, lo que deja expedito su derecho de defensa, circunstancia que en la especie no se actualiza respecto a las referidas autoridades, por no ser ante quien se elevó la petición de trato, incluso sin que se advierta en autos la injerencia de éstas en el silencio de la diversa autoridad ante quien sí se presentó la solicitud en cuestión (Dirección del Departamento de Desarrollo e Imagen Urbana del citado Municipio); en consecuencia, se actualiza la causal de sobreseimiento establecida en el artículo 229, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado, y se decreta el SOBRESEIMIENTO, respecto la resolución que se les atribuye a dichas autoridades demandadas, por las razones antes expuestas. 

QUINTO.- Ahora bien, como ya se precisó en los considerandos anteriores, la resolución impugnada es la negativa ficta recaída a la petición presentada el cinco de septiembre de dos mil dieciocho, ante la otrora Dirección del Departamento de Desarrollo e Imagen Urbana del Municipio de Rioverde, San Luis Potosí (ahora Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento ya citado), mediante la cual la parte actora solicitó “…LA FACTIBILIDAD DE USO DE SUELO Y AUTORIZACIÓN DE FRACCIONAMIENTO para un predio ubicado en ********* anteriormente denominado “*********” en *********…”, por lo que resulta pertinente señalar que de los artículos 20, 237, fracción I y  244, cuarto párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se infiere que una vez configurada la negativa ficta impugnada ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, la  autoridad sólo puede a través de la contestación a la demanda, dar los fundamentos y motivos en que se sostiene esa  resolución negativa ficta.

De tal  suerte, que la figura regulada en el artículo 20 del Código Procesal Administrativo para el Estado, no tiene como finalidad el que la autoridad resuelva expresamente la solicitud planteada (que dio lugar a la negativa ficta), pues ello abarcaría el campo del derecho de petición regulado por el artículo 8° Constitucional, sino considerar ya resuelta la instancia, pero en sentido negativo, para decidirse en juicio sobre la legalidad de lo ya resuelto.

Sin que sea válido para la autoridad plantear aspectos procesales para sustentar su resolución, esto es, no podrá fundarla en situaciones procesales que impidan el conocimiento de fondo, pues como lo ha definido la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, uno de los propósitos esenciales de la configuración de la negativa ficta se refiere a la determinación de la litis sobre la que versará el juicio de nulidad, la cual no puede referirse sino a la materia de fondo de lo pretendido expresamente por el particular y lo negado fictamente por la autoridad, con el objeto de garantizar al particular la definición de su petición y una protección más eficaz respecto de los problemas controvertidos a pesar del silencio de la autoridad; por ende, al igual que el particular pierde el derecho, por su negligencia, para que se resuelva el fondo del asunto (cuando no promueve debidamente), también precluye el de la autoridad para desechar la instancia o el recurso por situaciones procesales que no sustentó en el plazo legal.
Asimismo, toda vez que la litis propuesta se centra en el tema de fondo relativo a la petición del particular y a su denegación tácita por parte de la autoridad, al resolver el Órgano Jurisdiccional no puede atender a cuestiones procesales para desechar ese medio de defensa, sino que debe examinar los temas de fondo sobre los que versa la negativa ficta para declarar su validez o invalidez.

Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, la Jurisprudencia 2a./J. 166/2006, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que establece:

Época: Novena Época 

Registro: 173737 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXIV, Diciembre de 2006 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 166/2006 

Página: 203 

“NEGATIVA FICTA. LA AUTORIDAD, AL CONTESTAR LA DEMANDA DE NULIDAD, NO PUEDE PLANTEAR ASPECTOS PROCESALES PARA SUSTENTAR SU RESOLUCIÓN. El artículo 37, primer párrafo, del Código Fiscal de la Federación establece la figura jurídica de la negativa ficta, conforme a la cual el silencio de la autoridad ante una instancia o petición formulada por el contribuyente, extendido durante un plazo ininterrumpido de 3 meses, genera la presunción legal de que resolvió de manera negativa, es decir, contra los intereses del peticionario, circunstancia que provoca el derecho procesal a interponer los medios de defensa pertinentes contra esa negativa tácita o bien, a esperar a que la autoridad dicte la resolución respectiva; de ahí que el referido numeral prevé una ficción legal, en virtud de la cual la falta de resolución por el silencio de la autoridad produce la desestimación del fondo de las pretensiones del particular, lo que se traduce necesariamente en una denegación tácita del contenido material de su petición. Por otra parte, uno de los propósitos esenciales de la configuración de la negativa ficta se refiere a la determinación de la litis sobre la que versará el juicio de nulidad respectivo del que habrá de conocer el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, la cual no puede referirse sino a la materia de fondo de lo pretendido expresamente por el particular y lo negado fíctamente por la autoridad, con el objeto de garantizar al contribuyente la definición de su petición y una protección más eficaz respecto de los problemas controvertidos a pesar del silencio de la autoridad. En ese tenor, se concluye que al contestar la demanda que se instaure contra la resolución negativa ficta, la autoridad sólo podrá exponer como razones para justificar su resolución las relacionadas con el fondo del asunto, esto es, no podrá fundarla en situaciones procesales que impidan el conocimiento de fondo, como serían la falta de personalidad o la extemporaneidad del recurso o de la instancia, toda vez que, al igual que el particular pierde el derecho, por su negligencia, para que se resuelva el fondo del asunto (cuando no promueve debidamente), también precluye el de la autoridad para desechar la instancia o el recurso por esas u otras situaciones procesales que no sustentó en el plazo legal.

Contradicción de tesis 91/2006-SS. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 27 de octubre de 2006. Mayoría de tres votos. Ausente: Juan Díaz Romero. Disidente: Genaro David Góngora Pimentel. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Eduardo Delgado Durán.

Tesis de jurisprudencia 166/2006. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintidós de noviembre de dos mil seis.

Asimismo por analogía, resulta aplicable la Jurisprudencia 2a./J. 165/2006, cuyo rubro, contenido y datos de localización, son los siguientes:

Época: Novena Época 

Registro: 173738 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXIV, Diciembre de 2006 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: 2a./J. 165/2006 

Página: 202 

“NEGATIVA FICTA. EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA NO PUEDE APOYARSE EN CAUSAS DE IMPROCEDENCIA PARA RESOLVERLA. En virtud de que la litis propuesta al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa con motivo de la interposición del medio de defensa contra la negativa ficta a que se refiere el artículo 37 del Código Fiscal de la Federación, se centra en el tema de fondo relativo a la petición del particular y a su denegación tácita por parte de la autoridad, se concluye que al resolver, el mencionado Tribunal no puede atender a cuestiones procesales para desechar ese medio de defensa, sino que debe examinar los temas de fondo sobre los que versa la negativa ficta para declarar su validez o invalidez.”
Contradicción de tesis 91/2006-SS. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 27 de octubre de 2006. Mayoría de tres votos. Ausente: Juan Díaz Romero. Disidente: Genaro David Góngora Pimentel. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Eduardo Delgado Durán.

Tesis de jurisprudencia 165/2006. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintidós de noviembre de dos mil seis.

En ese contexto, la referida autoridad demandada al contestar la demanda, estaba obligada a dar los hechos y el derecho en que funda la negativa ficta configurada. Sin embargo, en la especie la autoridad en la contestación de demanda no expresó los hechos y el derecho en que se apoya la misma, por lo que en términos de lo dispuesto en el artículo 244, cuarto párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tendrá por confesados los hechos que la actora le impute de manera precisa a la demandada, salvo prueba en contrario, por lo que esta Sala Juzgadora al contar con elementos suficientes para analizar la pretensión de la parte actora, se pronuncia sobre la legalidad de la resolución negativa ficta impugnada.
SEXTO.- Una vez acreditada la existencia de la resolución negativa ficta que se impugna, esta Primera Sala Unitaria, considera procedente declarar la nulidad de dicha resolución con base en las siguientes consideraciones:
Primeramente, conforme a lo dispuesto en los artículos 16 de la Constitución Federal y 164, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, todo acto de molestia que invada la esfera jurídica de los gobernados, debe reunir los requisitos de fundamentación y motivación, los cuales imponen a las autoridades la obligación de invocar los preceptos legales aplicables al caso, así como señalar, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se tomaron en consideración para emitir el acto, de manera que exista adecuación entre los motivos expresados y las normas que se aplicaron.

Al respecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sustentó la jurisprudencia con número de registro 238212, visible en la página 143 del tomo 97-102, Tercera Parte, del Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, que dice:

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas."

De tal suerte, la exposición de las circunstancias especiales o causas inmediatas que se hayan tenido en cuenta para la emisión del acto de molestia, garantizan que el afectado pueda conocer plenamente las razones en las que aquél se funda el acto de autoridad, de manera que se encuentre en condiciones de defenderse adecuadamente.

De las pretensiones de la parte actora en el escrito de demanda y su ampliación, se advierte la consistente en que se emita sentencia en la que se declare la nulidad del acto impugnado, y en su lugar se dicte otro en el que ajustado a derecho se conceda lo peticionado en el escrito presentado el cinco de septiembre de dos mil dieciocho, ante la otrora Dirección del Departamento de Desarrollo e Imagen Urbana del Municipio de Rioverde, San Luis Potosí (ahora Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento ya citado); asimismo se reservó el derecho de formular conceptos de anulación en vía de ampliación a la demanda, en contra de los fundamentos y motivos que en su caso, formulara la autoridad demandada para sustentar la resolución negativa ficta impugnada.

Al respecto, es menester precisar que la resolución impugnada consiste en la negativa ficta recaída a la petición de la hoy actora, para la autorización de fraccionamiento del predio ubicado en *********, *********, *********, denominado “*********”, con propuesta de cambio de nombre al de “*********” de fecha 05 de septiembre de 2018; para lo cual exhibió ante la autoridad demandada, los siguientes documentos:
1.- Copia certificada de la escritura;

2.- Proyecto de lotificación;

3.- Certificado de Libertad de Gravamen;

4.- Comprobante del Impuesto Predial al corriente;

5.- Ubicación del predio en Aerofoto;

6.- Factibilidad de Energía Eléctrica expedida por C.F.E.;

7.- Estudio de factibilidad positiva de prestación de servicios de agua potable y drenaje;

8.- Copia del Poder Notarial a favor de la suscrita (sic); y  

9.- Copia de identificación oficial vigente de la Apoderada Legal.

Ahora bien, como se dilucidó en el Considerando anterior, la citada autoridad demandada, no obstante al contestar la demanda estaba obligada a dar los hechos y el derecho en que funda la negativa ficta configurada; sin embargo, al producir su respectiva contestación no expresó los hechos y el derecho en que se apoya la resolución negativa ficta controvertida, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 244, párrafo cuarto, del Código Procesal Administrativo para el Estado.

En esas condiciones, la autoridad demandada, al producir su contestación de demanda omitió llevar a cabo pronunciamiento alguno en cuanto a la autorización pretendida en la promoción de 05 de septiembre de 2018 que antecede.

De esa guisa, se puede arribar a la conclusión que las pretensiones de la impetrante, son sustancialmente fundadas y suficientes para provocar la nulidad de la resolución negativa ficta combatida, ya que se puede apreciar que la autoridad demandada al producir su contestación, no se pronunció de manera íntegra a las pretensiones de la hoy actora contenidas en el escrito presentado el 05 de septiembre de 2018, ante la otrora Dirección del Departamento de Desarrollo e Imagen Urbana del Municipio de Rioverde, San Luis Potosí (ahora Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento ya citado), pues al formular su contestación de demanda, no precisa los razonamientos en los que se adviertan las circunstancias especiales, razones o causas inmediatas donde se demuestre tal situación, es decir, la motivación para sostener el por qué a su consideración no procedía la petición de fraccionamiento del predio ubicado en *********, *********, *********, denominado “*********”, con propuesta de cambio de nombre al de “*********”, asimismo no precisa cuál es el precepto o parte normativa donde se sustenta la improcedencia de la misma, de manera que exista adecuación entre los hechos expresados y las normas que se aplicaron; de ahí que tal ausencia de fundamentación y motivación, contraviene lo dispuesto en el artículo 164, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, pues incumple con los elementos que ineludiblemente deben contener todos los actos de autoridad que invadan la esfera jurídica de los gobernados. 

En tales condiciones, ante lo fundado de las pretensiones de la parte actora, en virtud de la ausencia de fundamentación y motivación de la resolución negativa ficta impugnada, se actualiza la causal de ilegalidad prevista en la fracción II del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que ante la petición del administrado la autoridad debe emitir un acto dando respuesta puntual y oportuna a lo planteado por él, pues de no ser así, como en la especie, afecta las defensas del particular, al no darle a conocer a plenitud los motivos y fundamentos en que sustentó la negativa a la petición de mérito, dejándolo sin oportunidad para combatirlos mediante su ampliación de demanda; máxime si la actora reclama como pretensión, la autorización de fraccionamiento de un predio de su propiedad, con propuesta de cambio de nombre, manifestando haber cumplido con los requisitos establecidos en la Ley y para tal efecto además, exhibió diversas documentales respecto de las cuales tampoco hubo un pronunciamiento por parte de la autoridad en respuesta a su petición.

En ese sentido, en términos de lo dispuesto en el artículo 252, segundo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, prevé que cuando se condene a la restitución de un derecho subjetivo violado o a la devolución de una cantidad, la Sala deberá previamente constatar el derecho del particular.

En el caso que nos ocupa, esta Sala Unitaria no obstante la obligación a decidir si la actora tiene derecho o no a la condena por su restitución, dado el planteamiento realizado por la hoy actora a la autoridad administrativa en relación a la solicitud para la autorización de fraccionamiento de un predio de su propiedad; sin embargo no se cuenta con elementos suficientes para cerciorarse del derecho subjetivo que alude, toda vez que la parte actora únicamente pretende sustentar el mismo con su escrito presentado el 05 de septiembre de 2018, ante la otrora Dirección del Departamento de Desarrollo e Imagen Urbana del Municipio de Rioverde, San Luis Potosí (ahora Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de mérito), señalando en éste diversa información del predio en cuestión, como lo son: los propietarios, antecedentes de la propiedad, la ubicación y las colindancias del referido predio, así como manifestando haber cumplido con los requisitos legales; y si bien señaló haber anexado diversos documentos a la solicitud de mérito, también cierto lo es, que omitió exhibirlos en su totalidad en el presente juicio para que, en su caso, acreditara la satisfacción de los requisitos a que alude contempla la ley, pues sólo acompañó al escrito de demanda: “Copia Certificada (…) poder general para pleitos y cobranzas y actos de administración se me otorga…”; “Copia certificada de la Escritura del predio…”; “Copia certificada de la Licencia de Uso de Suelo respecto del predio…”; “Copia Certificada del recibo de pago de la Licencia de Uso de Suelo…”, y “Copias certificadas de los escritos (…) en el que se cumplía con la garantía para las obras de urbanización…”, lo cual resulta insuficiente para tal efecto, dado que el artículo 401 de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí, en su caso, se establecen en veinticuatro fracciones los documentos que deberán ser acompañados por duplicado a la solicitud para la autorización de un fraccionamiento, desarrollo inmobiliaria especial o condominio; aunado a que la autoridad demandada, como ya se dijo, no se pronunció respecto al cumplimiento técnico de los mismos.

Además no debe soslayarse lo dispuesto en los artículos 401, 403, 404 y 405 de la Ley de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí, de cuyo contenido, se advierte el procedimiento a seguir para efecto de establecer la procedencia de la solicitud de autorización de fraccionamiento que nos ocupa, dentro del cual se desprende lo siguiente:
· Que la solicitud deberá ser presentada por escrito ante la Dirección Municipal correspondiente, la cual deberá ser acompañada de los documentos por duplicado, que se establecen en las fracciones del numeral 401 antes citado;
· Que recibida la solicitud, será revisada por la Dirección Municipal para verificar que esté correctamente integrada, conforme a lo dispuesto en el artículo 401 de esta Ley; en caso de que falte alguno de los datos, documentos, requisitos o anexos, se le notificará por escrito al solicitante dentro de los tres días hábiles siguientes a que presentó ésta, para que subsane la omisión.

· Que una vez integrado y revisado el expediente del fraccionamiento o condominio, la Dirección Municipal, a través de la mesa colegiada o grupo de revisión de proyectos de fraccionamientos, condominios y desarrollos inmobiliarios especiales o su equivalente que se constituya en cada Municipio, recabará la opinión técnica de las autoridades u organismos competentes que sean necesarias, en cada uno de los aspectos técnicos que se deban analizar e incluir en la autorización correspondiente, las que contarán con término de hasta quince días hábiles como máximo para emitirlas; en caso de no presentarlas dentro de dicho término se entenderá que están de acuerdo con la procedencia de la autorización;

· Que una vez que se cuente con la opinión técnica de las diversas áreas, la Dirección Municipal procederá a analizar la solicitud, de acuerdo a las disposiciones jurídicas aplicables en la materia y las normas técnicas, de planeación urbana y de construcción a las que deberá ajustarse el proyecto, a efecto de resolver en definitiva sobre la autorización respectiva, lo que deberá realizar dentro del término de quince días hábiles siguientes a la recepción de las opiniones técnicas, siempre y cuando éstas determinen la procedencia de la misma;

· Que si de las opiniones técnicas se deriva que deban hacerse modificaciones al proyecto o complementar información o requisitos, los quince días para resolver a que se refiere el párrafo anterior, se contarán a partir de que dichas modificaciones se concreten o resuelvan por el promotor solicitante. Para ello, la Dirección Municipal hará llegar en única ocasión al desarrollador los requisitos a complementar o modificaciones a realizar a efecto de autorizar el fraccionamiento; y
· Que una vez satisfecha esa solicitud, la Dirección Municipal dispondrá de quince días hábiles para emitir dictamen debidamente motivado y fundamentado.
En ese sentido, tampoco en el juicio se advierte la existencia de la opinión técnica de las autoridades u organismos competentes en cada uno de los aspectos técnicos que se daban analizar e incluir en la autorización correspondiente, o en su caso, que tales autoridades u organismos hayan omitido expedir la referida opinión técnica dentro del término legal, para considerar tácitamente que estaban de acuerdo con la procedencia de la autorización, requisito sin el cual no procede la autorización correspondiente; pues incluso en el caso de que las opiniones técnicas se derivaran modificaciones al proyecto o la necesidad de complementar información o requisitos, se tendrían que hacerse llegar al desarrollador para que las realizara a efecto de autorizar el fraccionamiento correspondiente; lo anterior, para que se procediera a analizar la solicitud de acuerdo a las disposiciones jurídicas aplicables en la materia y las normas técnicas, de planeación urbana y de construcción a las que deberá ajustarse el proyecto, a efecto de resolver en definitiva sobre la autorización respectiva.

En consecuencia como se ve, las diversas manifestaciones de la parte actora y la ausencia de respuesta por parte de la autoridad demandada, no permiten establecer con precisión el referido derecho subjetivo para la autorización de fraccionamiento del predio que nos ocupa, ni mucho menos la base legal de su procedencia, como podría ser la opinión técnica de las diversa áreas competentes en cada uno de los aspectos técnicos que se deban analizar e incluir en la autorización correspondiente, pues incluso no se puede apreciar con certeza en autos que, como afirma la parte actora, cumplió con los requisitos legales para tal efecto, por lo que no se tienen elementos suficientes para emitir un pronunciamiento sobre el tema.

En las mencionadas condiciones, no resulta factible para esta Sala Unitaria realizar pronunciamiento alguno sobre la cuestión de fondo planteada mediante el escrito presentado el 05 de septiembre de 2018 ante la autoridad demandada, pues era necesario para ello, que en autos obraran los elementos suficientes para cerciorarse del derecho subjetivo para la autorización de fraccionamiento del predio de la parte actora, lo cual no sucedió.

En ese contexto, en virtud de que el acto impugnado (negativa ficta), en este caso se emitió por la autoridad en respuesta a una petición del particular, ello en razón de que en autos obra la petición que hizo valer la aquí parte actora, en el escrito presentado el 05 de septiembre de 2018, ante la otrora Dirección del Departamento de Desarrollo e Imagen Urbana del Municipio de Rioverde, San Luis Potosí (ahora Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento en comento), en la que hace constar la solicitud para la autorización de fraccionamiento del predio ubicado en *********, *********, *********, denominado “*********”, con propuesta de cambio de nombre al de “*********”, en consecuencia, ante tal petición del administrado la autoridad debe emitir un acto dando respuesta puntual y oportuna a lo planteado por él, pues de no ser así afecta las defensas del particular, al dejar sin respuesta al mismo.

Así las cosas, esta Primera Sala Unitaria concluye que resulta procedente declarar la NULIDAD de la resolución negativa ficta impugnada, que recayó al escrito presentado el 05 de septiembre de 2018, ante la otrora Dirección del Departamento de Desarrollo e Imagen Urbana del Municipio de Rioverde, San Luis Potosí (ahora Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento en comento), mediante el cual la hoy actora solicitó la autorización de fraccionamiento del predio ubicado en *********, *********, *********, denominado “*********”, con propuesta de cambio de nombre al de “*********”, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que se ha justificado que la misma fue emitida en contravención al principio de legalidad tutelado por el artículo 16 de la Constitución  Federal, en relación con el diverso 164, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado, toda vez que dicha resolución carece de la debida fundamentación y motivación legal, por los razonamientos anteriormente expuestos, actualizando la causal de ilegalidad prevista en la fracción II del artículo 250 del mismo ordenamiento legal.

En este sentido, para EFECTOS del artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con el fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados o desconocidos, se ordena a la autoridad demandada Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de Rioverde, San Luis Potosí (antes Dirección del Departamento de Desarrollo e Imagen Urbana del citado Ayuntamiento), una vez que cause estado esta sentencia definitiva, emita una resolución en la que subsane las irregularidades cometidas en perjuicio de la actora, sujetándose a las consideraciones del presente fallo, para lo cual deberá emitir un pronunciamiento fundado y motivado con relación a la solicitud formulada por la hoy impetrante en su escrito presentado el 05 de septiembre de 2018, ante la otrora Dirección del Departamento de Desarrollo e Imagen Urbana del citado Ayuntamiento, consistente en la autorización de fraccionamiento del predio ubicado en *********, *********, *********, denominado “*********”, con propuesta de cambio de nombre al de “*********”, sin soslayar los documentos que exhibió junto con dicho escrito, mismos que deberá considerar para resolver la petición, y con libertad de jurisdicción resuelva lo que conforme a derecho proceda, es decir, determine de manera fundada y motivada, si procede o no la solicitud de la hoy actora de mérito.
Lo anterior, para que la parte actora conozca con certeza jurídica el mérito de la decisión y, en su caso, pueda entablar una debida defensa. Sirven de criterio orientador, las tesis de jurisprudencia que a continuación se transcriben:

Novena Época, Registro: 194664, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  IX, Febrero de 1999, , Materia(s): Administrativa, Tesis: VIII.2o. J/24, Página:   455

“SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIÓN, CUANDO LA VIOLACIÓN ADUCIDA IMPLICA UN ESTUDIO DE FONDO, LA NULIDAD SERÁ LISA Y LLANA, EN CAMBIO, CUANDO SE TRATA DE VICIOS FORMALES, LA NULIDAD SERÁ PARA EFECTOS. En términos de lo dispuesto por los artículos 238 y 239 del Código Fiscal de la Federación, las sentencias del Tribunal Fiscal de la Federación pueden declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado o para efectos. La nulidad lisa y llana, que se deriva de las fracciones I y IV del artículo 238 invocado, se actualiza cuando existe incompetencia de la autoridad, que puede suscitarse tanto en la resolución impugnada como en el procedimiento del que deriva; y cuando los hechos que motivaron el acto no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien, se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o dejó de aplicar las debidas. En ambos casos, implica, en principio, que la Sala Fiscal realizó el examen de fondo de la controversia. En cambio, las hipótesis previstas en las fracciones II, III y V del precepto legal de que se trata, conllevan a determinar la nulidad para efectos, al establecer vicios formales que contrarían el principio de legalidad, pero mientras que la fracción II se refiere a la omisión de formalidades en la resolución administrativa impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación y motivación en su caso, la fracción III contempla los vicios en el procedimiento del cual derivó dicha resolución, vicios que bien pueden implicar también la omisión de formalidades establecidas en las leyes, violatorias de las garantías de legalidad, pero que se actualizaron en el procedimiento, es decir, en los antecedentes o presupuestos de la resolución impugnada. En el caso de la fracción V, que se refiere a lo que la doctrina reconoce como "desvío de poder", la sentencia tendrá dos pronunciamientos, por una parte implica el reconocimiento de validez del proveído sancionado y por otra supone la anulación del proveído sólo en cuanto a la cuantificación de la multa que fue realizada con abuso de poder, por lo que la autoridad puede imponer un nuevo proveído imponiendo una nueva sanción. Así, de actualizarse los supuestos previstos en las fracciones I y IV del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación, que implica el estudio de fondo del asunto, la nulidad debe declararse en forma lisa y llana, lo que impide cualquier actuación posterior de la autoridad; en cambio, si se trata de los casos contenidos en las fracciones II y III y en su caso V del artículo en comento, que contemplan violaciones de carácter formal, la nulidad debe ser para efectos, la cual no impide que la autoridad pueda ejercer nuevamente sus facultades, subsanando las irregularidades y dentro del término que para el ejercicio de dichas facultades establece la ley.”
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL OCTAVO CIRCUITO.

Época: Novena Época, Registro: 195590, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VIII, Septiembre de 1998, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 67/98, Página: 358 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL EFECTO DE LA SENTENCIA QUE AMPARA POR OMISIÓN DE ESAS FORMALIDADES, ES LA EMISIÓN DE UNA RESOLUCIÓN NUEVA QUE PURGUE TALES VICIOS, SI SE REFIERE A LA RECAÍDA A UNA SOLICITUD, INSTANCIA, RECURSO O JUICIO. Los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación de la resolución reclamada son los de constreñir a la autoridad responsable a dejarla sin efectos y a emitir una nueva subsanando la irregularidad cometida, cuando la resolución reclamada se haya emitido en respuesta al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en estas hipótesis es preciso que el acto sin fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejaría sin resolver lo pedido.”
Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 249, 250, fracción II, 251, 252, 253 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO, respecto de las autoridades señaladas como demandadas consistentes en el Ayuntamiento y la Mesa Colegiada de Revisión de Proyectos de Fraccionamientos, Condominios y Desarrollos Inmobiliarios Especiales, ambas del Municipio de Rioverde del Estado de San Luis Potosí, de acuerdo a los razonamientos vertidos en el Considerando Cuarto de esta sentencia.

TERCERO.- La parte actora probó parcialmente su pretensión, en consecuencia;

CUARTO.- Se declara la NULIDAD de la resolución NEGATIVA FICTA impugnada, precisada en el Resultando I., por los motivos expuestos en la parte considerativa del presente fallo, y PARA LOS EFECTOS precisados en la parte final del Considerando Sexto de esta resolución.

QUINTO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a las Autoridades Demandadas, con copia autorizada de esta resolución.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
